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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TR]BUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, 15 de octubre de 2018

ASUNl'O

d olicial

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Juan Benito Carasco yarleque
cortra la resolución de fojas 179, de 16 de agosto de 2016, expedida po¡ la primera Sala
Especializada en lo Civil de la Co¡te Superior de Justicia de Piura que declaró
infundada la demanda de autos.

FU\DAMENTOS

1. En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PAllC, publicada en el
El Peruano el 29 de agosto de 201,1, este Tribunal estableció, en el
49, con carácter de precedente, que se cxpedirá sentencia
denegatoria, dictada sin más trámite, cuando se presente aiguno dc
supuestos. que igualmente están contenidos cn el aftículo 11 del
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Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión ,de Derecho contenida en el ¡ecurso no sea de especial
trascendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

En la sentencia emitida en el Expediente 02517-2013-PA1TC, publicada cl 18 cle
diciembre de 2015 en el potal web institucional, este Tribr¡nal declaró infundada
la demanda de amparo por considerar que la suspensión y posterior nulidad de la
pensión de jubilación de la demanda¡te obedecia a la existencia de indicios
mzonables de adulteración de la documefltación que sustentó su derecho, pues
mediante el Infome Grafotécnico 101-201I-DSO.SI/ONP se dete¡minó que la
documentació¡t que sirvió de sustento para la obtención dc la pensión de
jubilación era iregular.

El presente caso es sustancialmente igual al resuelto, de manera desestimatoria. eII
el llxpediente 02517-2013-PA/TC, pues el demandantc prelende que se restituya
su pensión de jubilación que primero fue suspendida y luego declarada nula. Sin
cmbargo, del lnlb¡me de Fiscalización (ff. 6'1 a 72) se concluye que se ha
comprobado la falsedad material de la documenlación que sirvió dc susteÍto para
el otorgamiento de la pcnsión.

Reglamento Nomativo del Tribunal Constitucional:
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4. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 y 3 supra, se veriñca qüe
el presel1te recürso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en e]
acápite d) del fundamento 49 do la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso d) del afículo 11 del Reglamento Normativo del rribunal
Constitücional. Por csta razón, coÍesponde declarar, sin más t¡ámite, improcedente
el recurso de agravio (¡\nstilucional.

Por estos fundamentos, el T¡ibunal Constitucional, con la autoridad que le
conliere la CoDstitución Politica del Peru, y la pafiicipación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Fe¡rero Costa,

RESUELVE

Deciarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA '1.4) c.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FDRRERO COSTA

Co¡ la potestad que tne otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presentc voto singular, para expres¿lr respetuosamente
quc disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2011-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:

EL TRIBUNAL CoNsrrrucroNAl coMo coRTE DE REVISIóN o !'ALLo y No DE

CASACIÓN

[,a Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales corrro
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al T bunal Constilucional
en instancia de fallo- La Constitución del 79, por primera vcz en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad roc, indepondiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar Ia suprcmacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitr¡cionales era un órgano dc control de la Constitución, que tenía j üisdicción
en todo el teüitorio nacional para conocer, en úa de casación, de los hdbeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
co¡stituía una instancia habilitada para fallar en fo¡ma deñnitiva sobre la causa. Es
dccir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos ¡econocidos en la Constitución.

3. En ese sentido, la Ley 23385, I-ey Orgánica del 'Iribunal de Garantias
Coñtitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma erada o ha incu¡rido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la se¡ltencia y, luego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados a Ia Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvio) pam que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamiemus,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los p¡ocesos constitr¡cionales
mencionados.

tlYl

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue seriamente
modiñcado en la Constitución de 1993. En p¡ime¡ lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a sabet, hubeas corpus, amparo, habeas data
y acción de cuntplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Coüstitucional
como órgano de contol de la constitucionalidad, aun cuando la Constitució[ lo
caliñca erróneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante. cn
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materia de procesos constitucionales de la libeñad, la Conslitución establece que cl
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su afiículo 202, inciso 2,
prescribc que coüesponde al Tribunal Constitucional "conocer, efi últi a y
definitíva ínsfancíe, las resoluciones denegatorias dictadas en los procesos de
habeas corpus, a paro, hdbe.rs data y acción de ctuipliniento". Esta disposicion
constilucional, desde una posición de franca tutela de los derechos flmdamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectua divelsa
contravendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y ei respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo l), y "la observancia del debido proceso y tutela
julisdiccional- Ninguna ?ersona puede ser desviada de la jurisdicción
predetelm¡nada por la ley, ní sometida a procedímíento distinto de los preNiamente
establecídos, ni juzgadd por órganos jurísdiccionales de ercepción ni por
comisiones especidles creddds al efecto cualquieru sea ;tu alekofii acil)n",
consagrada en el articulo 139, inciso 3.

6. Como se advieñe, a dil'erencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tie¡e lugar pot la yía de7 certic,rari
(Suprema CoÍe de los Estados Unidos), en el Peú el Poder Constituyenle optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección dc su derecho en sede del Poder Jüdicial. En otras palabras, si lo que
está en discr¡sión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe abrir la vía correspondiente para que el Tribunal Constitucional pucda
pronunciarse. Pero la apertuta de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colabo¡ar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
análisis de lo que :e prctende. de lo que .e inr oca.

EL DERECHo A sER o¡Do col\ro ]IIANIFESTACIóN DE t,A Df,t\tocRATIZACIóN DL Los
PRocEsos CoNSTITUcIoNALES DE LA LIBERTAT)

8. La administración de justicia constitucional dc la libetad que brinda el Tribunal
Constitucional, dcsde su creación, es ¡cspetuosa, como corresponde, del derecho de
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7. Lo constitucional es escucha¡ a la pate como concretización de su derecho
irrenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el t unfo de la justicia frente a la
a¡bitrariedad.
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defensa inheaente a toda persona, cuyá manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas gamntías al interior de cualquier proceso en el cual se
determinen su" derechos. in¡erc.cs ) obligacione..

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es
cfcctiva cuando el jusliciable y sus abogados pueden exponer. de manera escrita y
oml, los argumentos peftinentes, concretándose cl principio de i¡mediacion que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la irtervención de las partes, conesponde señalar que, en tanto que la
potcstad de administra¡ justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con est cto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo qüe
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la pafiicipación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De 1<l contrario, se decidiría sob¡e la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso conc¡eto, las razones, los motivos y los
argumentos que justiñca¡ sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por set un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suñciente las razones de derecho y de hecho relevantes cn cada
caso que resuelve.

i2. En ese sent;do, la Colte Interame¡icana de Derechos Humanos ha establecido que el
de¡echo de defensa "obl¡ga al Estado a tratar al indiyiduo en todo momento como
un'¡er<ladero sujeto del proceso, en el mát amplio scntido ..1¿ es¡c concepío, y tto
simplemente como objeto del mismo"' . y que "porct quc exi.'¡a debido proceso legal
es preciso qlte un jusliciable pueda hacer valer sus derechos y defender sus
intereses en_forma efectiva ),¿n condíc¡ofies de igualdad procesal con o7os
ius¡iciahlP\"'

I Corte IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviemb¡e de 2009.
prírafo 29.
2 Co.te IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, párrafo 146.
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NA TURALEZA PRocESAL DEL Rf,cuRSo DE AGRAvro CoNsrrrucroNAr.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libe¡tad la denominada
"seütencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (IIAC) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya que ei Tribunal Comtitucional no tiene comperencia
para "revisar" ni mucho menos "¡ecalificar" e1 recuNo de agravio constitucional.

15. De conlbmidad con los afículos 18 y 20 del Código Proccsal Constitucioüal, el
Tribunal Constitucional no "concede" el ¡ecu¡so. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le coüesponde es conocc¡ del
RAC y pronunciarse sob¡c cl fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia dc
¡echazar dicho rccurso, sino por el contraio de "conocer" lo que la pafie alega
como un agravio que lc causa indcl¡nsión.

16. Por o¡¡o lado, la "sente¡tci¿ interlocuto¡ia" establece como supuestos pa¡a su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los oasos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado eI1 supuestos espcciñcos, a saber,
identiñcar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no deilnirlo, ni justiñcarlo,
convierte el empleo de la precitada sente¡cia en arbit¡ario, toda vez que se podría
afocta¡, ente otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjeti\as y
carentes de predictibilidad, afectando notablemcnte a los justiciables, quienes
tendrian que adivinar qué resolverá el T bunal Constitucional antes de presentar su
Iespectiva demanda.

17. Por lo demás, , ¡rtatis nuÍdndís, e) ptecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucjonal en otros
lallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005'PHC/TC). Del mismo modo, co¡stituye una rcañrmación de la naturaleza
p¡ocesai de los procesos constitucioÍales dc la libertad (supletoriedad, vía pre\ ia,
viás paralelas, litispendencia, invocación del de¡echo constitncional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
ul1a naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desviftua¡ la esencia principal del ¡ect¡rso de agravio
constitucional.
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13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puedo scr
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intéryrete supremo. pero no su refomador, toda
vez que como órgano constituido también está somotido a la Constitución.
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19. Por tanto, si se tiene en cucnta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proaeger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el ]'ribunal Constitucional, en tanto instancia última y
defiritiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Como ailrmó Raúl l.'errero Rebagliati" "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, üra defensa total de la Constitución, pues si toda ga¡antía constitucional
entraña el acceso a la prcstación jurisdiccional. cada cuai al defender su derecho
está defendiendo el de los demás y e] de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial autéI1tica".
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